PROYECTO DE LEY
El Senado y la Honorable Cámara de Diputados sancionan con fuerza de
LEY:
 
Artículo 1º.- El Poder Ejecutivo está obligado a responder, dentro de los plazos especificados y en forma precisa y completa, los requerimientos de información, datos y antecedentes que les sean solicitados por Resoluciones aprobadas por el Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires.

Artículo 2°.- Los plazos para la remisión de los informes, datos y antecedentes indicados en el artículo 1°, serán establecidos en cada Resolución en particular.

Estos plazos correrán a partir de la fecha de recepción de cada Resolución por parte del Poder Ejecutivo.

Artículo 3°.- Si el plazo estipulado en la Resolución resultare insuficiente en consideración a la complejidad de lo requerido o a la extensión necesaria de la búsqueda de información vinculada al requerimiento, la máxima autoridad de la jurisdicción correspondiente enviará, por nota y en forma fundada, una solicitud de ampliación de plazo, sin perjuicio de la prosecución de las tareas requeridas para cumplir con el trámite.

Artículo 4°.- La solicitud de ampliación de plazo será tenida por aceptada si la Legislatura se notifica y no se pronuncia dentro de los quince (15) días hábiles.

Artículo 5°.- Si la ampliación de plazo requerida fuera denegada expresamente, la máxima autoridad de la jurisdicción correspondiente a cargo de la elaboración del informe remitirá, al vencimiento del plazo original, el mismo en el estado en que se encuentre, acompañándolo con un informe que incluya detalles de la información que no pudo ser incorporada por falta de tiempo material para obtenerla.

Artículo 6°.- El funcionario responsable de una jurisdicción u organismo al que le haya sido requerida la elaboración de la contestación al informe solicitado que demorare injustificadamente u obstruyese el rápido trámite del expediente; o no brindare la información o documentación que obre en su poder en forma completa, ya sea por mendacidad o por reticencia en consideración de sus competencias; incurre en mal desempeño de sus funciones, siendo susceptible de ser sometido al sumario administrativo que corresponda, o de ser sometido a una formación de causa para iniciar un proceso de juicio político, si correspondiere, según el caso.

Artículo 7°.- De forma. 

FUNDAMENTOS
La Provincia de Buenos Aires, de acuerdo a lo dispuesto por su Constitución, ha sido organizada políticamente como una democracia participativa, adoptando para su gobierno la forma republicana y representativa.
En el sistema republicano, el principio de división de poderes es premisa fundamental y la piedra angular sobre la que ese sistema está edificado.

En los sistemas republicanos y más allá de la obvia potestad de legislar, una de las funciones más importantes –podría calificarse sin duda como fundamental-  del Poder Legislativo reside en su poder de control sobre los actos u omisiones del Poder Ejecutivo en el cumplimiento de los deberes y responsabilidades que la Constitución le asigna.

En nuestra Provincia, esto se realiza, en forma habitual, mediante los requerimientos de informes que aprueba el pleno del Senado y la Honorable Cámara de Diputados. 
En el terreno de lo práctico, cada funcionario o agente de la administración es responsable, en la medida de su competencia, de dar cumplimiento a la Constitución de la Provincia sin limitaciones ni reservas y cada segmento del Estado debe actuar de acuerdo a los principios de la constitucionalidad y son los funcionarios o agentes quienes deben asegurar que esto se cumpla.

Así, la obligación de brindar los informes requeridos por el Poder Legislativo es para el Poder Ejecutivo de índole constitucional, y su satisfacción es para cada funcionario o agente una obligación ineludible.

Al mismo tiempo, la veracidad, pertinencia, puntualidad y precisión de los informes son requisitos para su operatividad y dependen de la diligencia del propio funcionario, bajo su propia responsabilidad. 

Lamentablemente, este mecanismo, que integra la esencia del control republicano sobre los actos de gobierno, ha sido distorsionado en los últimos tiempos hasta el punto de convertir su valor casi en marginal.

Plazos que no se cumplen, información parcializada, superficial o anecdótica, o simplemente el silencio por parte del Poder Ejecutivo son en nuestros días la realidad que rodea a los pedidos de informe que el Senado y/o la Honorable Cámara de Diputados aprueba con el voto de sus integrantes.

Si bien, es cierto que el sistema de solicitud de informes siempre se implementó, no es menos cierto que este sistema se ha distorsionado, de acuerdo lo dicho anteriormente. 
Esta Ley debe servir para mejorar la relación entre poderes y dotar de mayor calidad institucional en beneficio de los habitantes de la Provincia.
El argumento expuesto, como así también la normativa del proyecto tiene como antecedente otras normas de aplicación en distintas provincias y en la legislatura de la Ciudad de Buenos Aires que han reglado la situación a efectos de garantizar el derecho a la información.  
Por todo lo expuesto solicito al Cuerpo, por su intermedio, la pronta sanción del proyecto.
